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Nociones generales 



Dice el art. 29 del Código Civil que el nacimiento determina la personalidad. El hombre es persona desde el mismo instante de su nacimiento, y desde ese mismo momento ya es importante para el Derecho al gozar de los derechos constitucionales reconocidos en el art. 10 de la Constitución: la dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz social. Por eso, el sistema por el cual es tratada la persona en el ámbito jurídico es a través de la personalidad, esto es, el complejo de derechos que el ordenamiento reconoce al hombre por el hecho de serlo. Y esa personalidad reviste las siguientes características:


	
1. Se trata de una cualidad abstracta, porque se predica de la persona como tal, sin fijarse en actos ni hechos concretos. 

	
2. Es una condición previa para la adquisición de cualquier derecho u obligación. 

	
3. No es graduable, de forma que existe o no existe. Por estas razones no puede hablarse de personalidad restringida. 

	
4. Está sustraída al ámbito de la autonomía de la voluntad. No se puede negociar sobre la cualidad de persona ni se puede renunciar a ella. 

	
5. La cualidad de persona determina por sí misma el derecho a la igualdad. El Derecho debe tratar por igual al individuo sin distinción de clase u origen. 

	
6. La personalidad es una cualidad permanente que sólo se extingue cuando se produce el fallecimiento. 



Pues bien, el Derecho reconoce al hombre, por el solo hecho de serlo, ser titular de un conjunto de derechos y de obligaciones, y esta cualidad innata de titularidad es lo que se denomina personalidad civil, lo que comporta la denominada capacidad jurídica, esto es, aquella mera titularidad.

Pero a la vez la capacidad jurídica no comporta la simultánea posibilidad de ejercitar aquellos derechos directamente, sino que tal posibilidad sólo se reconoce a quienes se estima que reúnen las cualidades necesarias para gobernarse por sí mismos, surgiendo así el concepto de capacidad de obrar. Se trata de la actuación de la persona con la eficacia suficiente para influir en el mundo jurídico.

Como principio, la capacidad de obrar se proclama en general de las personas mayores de edad, y así dice el art. 322 del Código Civil que el mayor de edad es capaz para todos los actos de la vida civil, salvo las excepciones establecidas en casos especiales por este Código.

El menor de edad, aun teniendo sus derechos derivados de la personalidad, es considerado incapaz pero entendido este término ahora simplemente como limitación de su capacidad de obrar.

Llegados a este punto enlazamos con la expresión «incapacidad», o incapacitación, que supone una privación de la capacidad de obrar. Pero sólo cuando concurra alguna de las causas previstas en la ley, y como resultado de un proceso, se puede llegar a constituir a una persona mayor de edad en el estado civil de incapacitado, admitiéndose también la declaración de incapacitación de los menores de edad.

De todo lo que hemos expuesto hasta ahora resumiremos diciendo que del término personalidad podemos obtener dos conceptos: la capacidad jurídica, como la aptitud de ser titular de relaciones jurídicas, de derechos y de obligaciones, que se reconoce a todos los hombres sin excepción; y la capacidad de obrar, como la aptitud para ejercitar aquellos derechos, para realizar actos jurídicos válidos, la cual no se otorga por igual a todos los hombres, porque para ello se requiere conciencia y voluntad. Por ello, cuando se dice que una persona es «incapaz» se está haciendo referencia a esta última definición como falta de capacidad de obrar, a la restricción de su capacidad de obrar.






La incapacidad de las personas. Requisitos 



En el Derecho español, la capacidad de obrar es la regla general, mientras que la incapacidad es la excepción, y nadie es incapaz para la vida del Derecho mientras no existe una sentencia judicial que así lo declare.

El art. 199 del Código Civil indica que nadie puede ser declarado incapaz sino por sentencia judicial en virtud de las causas establecidas en la ley.

Y el art. 200, que son causas de incapacitación las enfermedades o deficiencias persistentes de carácter físico o psíquico que impidan a la persona gobernarse por sí misma. De la conjunción e interpretación de estos preceptos podemos destacar las siguientes notas caracterizadoras:

La remisión que se hace a la «sentencia judicial» quiere indicar que es requisito indispensable que la declaración de incapacitación de una persona se haga por la autoridad judicial y tras la prosecución de un proceso que termine con el dictado de sentencia. En efecto, la gravedad de la decisión judicial en cuya virtud se va a privar a una persona de una parcela importante de su libertad personal, exige un tipo de proceso cuya versatilidad permita exponer a todos los implicados sus razones y argumentos en pro o en contra de tan importante decisión. Se trata, pues, de buscar las mayores garantías para que el Juez pueda adoptar una decisión bien fundada, en beneficio del propio sujeto cuya incapacitación se pretende. Dicho proceso era en la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881 el declarativo ordinario de menor cuantía, pero actualmente lo es el juicio verbal, como posteriormente veremos y analizaremos con más detalle.

Causas establecidas en la ley. Emplea el precepto una expresión de reserva de ley formal, ya que las causas de incapacitación sólo podrán ser reguladas mediante norma de ese rango, lo que veda esta materia a la potestad reglamentaria bajo sanción de nulidad y como consecuencia del principio de jerarquía normativa. La incapacitación supone una privación de la libertad civil que, como ya hemos dicho, impide o limita la eficaz actividad jurídica que de ordinario se reconoce a la persona, con honda repercusión en el ámbito de la dignidad personal y condicionamiento del derecho al libre desarrollo de la personalidad, que son tratados como derechos fundamentales, por lo que su eliminación o restricción deben estar sometidos solamente a la disposición legal.

Además, significa esa referencia a la ley la imposibilidad de llevar a cabo operaciones jurídicas de interpretación extensiva o de analogía. En efecto, la analogía, en cuanto trata de integrar una laguna por la vía de aplicar el principio que está inspirando una norma a un caso distinto, pero semejante por apreciarse identidad de razón, debe ser excluida del ámbito de las normas limitativas de la capacidad y de los derechos subjetivos individuales.

Pero cuando nos detenemos en el artículo siguiente, parece que nos encontramos ante una contradicción, ya que si por una parte se remite a las causas establecidas en la ley, por otra no se contiene enumeración de dichas causas, y solamente se remite genéricamente a las enfermedades o deficiencias persistentes de carácter físico o psíquico que impidan a la persona gobernarse por sí misma. En la primitiva redacción, el art. 200 consideró como incapacitables a los mayores de edad locos o dementes, aun con intervalos lúcidos, y a los sordomudos que no supieran leer y escribir; añadiendo a los pródigos y los sometidos a interdicción civil, causas estas últimas de sometimiento a tutela que hoy han desaparecido como tales: la prodigalidad porque quien incurre en tal situación es sometido a curatela, y la interdicción porque fue suprimida como pena accesoria. Pero en la actual redacción el legislador ha querido huir de fórmulas psiquiátrico-psicológicas que le hubieran conducido a clasificar las enfermedades que originan la pérdida de la aptitud de autogobierno, con la perturbadora consecuencia de trasplantar al Derecho positivo, lo que es propio de una ciencia experimental en constante avance, constituyendo desde esta perspectiva un verdadero acierto haber prescindido de criterios casuísticos, necesariamente variables y siempre mejorables. Por ello, la fórmula del nuevo art. 200 se muestra más correcta que la anterior, precisamente por su amplitud: cualquier anomalía física o mental que determine de manera persistente una incapacidad de hecho podrá ser apreciada como determinante de la incapacitación.

Pero analicemos ahora el alcance del precepto. Nos detenemos en los conceptos de enfermedades y deficiencias. El precepto parece aludir a dos conceptos distintos. Las enfermedades se supone que son trastornos con una evolución y un final; se trata de un proceso en el tiempo. Por el contrario, las deficiencias son características estables en la persona que restringen sus posibilidades de conducta o vivencias, conscientes o inconscientes. Las deficiencias pueden ser consecuencia de una enfermedad (pensemos en una oligofrenia como consecuencia de una meningitis), o bien pueden tener un origen genético (daño en las células embrionarias) o congénito (sufrimiento fetal o daño en el parto). La deficiencia es un deterioro o impedimento, psíquico o físico, de carácter previsiblemente permanente. En definitiva, la causa incapacitante tiene que hallarse en el sujeto afectado, con independencia de su carácter congénito o adquirido, de su origen fisiológico o psicológico, siendo indiferente que sea producto de un hecho accidental, genérico, traumático, derivado de contagio o de los hábitos del accidentado. Por ello caben todos los estados provocadores de una incapacitación y sin que sea sumamente importante entrar a distinguir entre enfermedad o deficiencia, ya que lo único que interesa es que el agente incapacitante afecte directa o inmediatamente al sujeto de que se trate.

Otro de los presupuestos fundamentales para que pueda decretarse la incapacidad es la persistencia, esto es, su origen debe proyectarse hacia el futuro de forma constante, de suficiente entidad como para crear un estado permanente. No se trata de atender a la protección ocasional del enfermo, sino de atender de manera estable, mediante el correspondiente órgano de guarda, su incapacidad para gobernarse a sí mismo.

Y, finalmente, como requisito más importante, que la incapacidad afecte al autogobierno. El Código Civil, a pesar de la trascendencia del término, no lo define, sino que apela a las facultades cognoscitivas y volitivas del sujeto, por lo que quedan excluidos del tipo legal quienes sufran alguna merma sensorial o motriz que no afecte a la potencialidad de entender o de querer. El autogobierno implica, pues, una actitud reflexiva sobre la propia actuación, tanto en el plano personal como en la esfera patrimonial, y la valoración judicial de las repercusiones de una enfermedad o deficiencia persistente sobre esa capacidad de reflexión, entendida en el sentido de conciencia suficiente de la propia actuación general, siendo esto lo que constituye la médula del sistema de incapacitación de la persona en el ordenamiento jurídico. Por ello, la actuación del Juez debe centrarse en precisar aquellos dos extremos, que la enfermedad o deficiencia efectivamente incide en la conducta del presunto incapaz, y que esa incidencia sea de entidad suficiente para impedirle un comportamiento normal respecto de su persona o bienes, o algunos de ambos extremos.

En resumen, el autogobierno podemos enfocarlo en tres dimensiones: la patrimonial, que representa la autonomía e independencia en la actividad socioeconómica; la adaptativa e interpersonal, entendiendo por tal la capacidad para afrontar los problemas de la vida diaria en la forma y manera que sería de esperar de la persona atendiendo a la edad de la misma y a su contexto sociocultural; y la personal, entendida en el sentido de desplazarse eficazmente dentro de su entorno, mantener una existencia independiente en relación con las necesidades físicas más inmediatas, incluyendo alimentación, higiene y autocuidado. Tales dimensiones deben ser valoradas desde la perspectiva médica en todos y cada uno de los supuestos de incapacitación que se planteen.

La sentencia de la Sección Sexta de la Audiencia Provincial de Alicante de 11 de octubre de 1996, en la interpretación de los arts. 199 y 200 del Código Civil y resumiendo lo dicho hasta ahora, nos indica:

«De conformidad con lo dispuesto en el art. 199 la incapacidad supone una limitación de la capacidad que sólo se explica como una excepcional medida de protección del propio incapaz, y por tanto, sólo cuando concurren algunas de las causas previstas en la ley, y como resultado de un proceso, se puede llegar a constituir a una persona en el estado civil de incapacitación, y esas causas no son más que las enfermedades o deficiencias persistentes de carácter físico o psíquico que impiden a una persona gobernarse por sí misma, como reza el art. 200, y por ello, dos son los requisitos que se pueden deducir de los preceptos legales: uno es la presencia de la enfermedad o deficiencia; enfermedad que supone un trastorno con una evolución y un final, y deficiencia, como características estables en la persona que restringen sus posibilidades de conducta o vivencias, conscientes o inconscientes; y el segundo, la imposibilidad de autogobierno, esto es, que la persona no puede gobernarse por sí misma, o guiarse o dirigirse en el ejercicio de sus derechos civiles. De todo ello se llega a la conclusión de que el autogobierno implica, pues, una actitud reflexiva sobre la propia actuación, tanto en el plano personal como en la esfera patrimonial, y la valoración judicial de las repercusiones de una enfermedad o deficiencia persistente sobre esa capacidad de reflexión, entendida en el sentido de conciencia suficiente de la propia actuación general, siendo esto lo que constituye la médula del sistema de incapacitación de la persona en el ordenamiento jurídico. Por ello, la actuación del juez debe centrarse en precisar aquellos dos extremos, que la enfermedad o deficiencia efectivamente incide en la conducta del presunto incapaz, y que esa incidencia sea de entidad suficiente para impedirle un comportamiento normal respecto de su persona o bienes, o algunos de ambos extremos. Además, la enfermedad mental, a diferencia de otras patologías, como puede ser la demencia senil o las deficiencias oligofrénicas, no presenta un curso estable, dependiendo de las características de la enfermedad si el sujeto debe ser o no incapacitado. No basta el simple diagnóstico de esquizofrenia, es necesario profundizar en el autogobierno, cosa además clara desde un punto de vista jurídico dado que la incapacidad, como institución limitadora de la capacidad de ejercicio de derechos, siempre es de interpretación restrictiva».


En la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de julio de 1998 se reitera que la taxativa disciplina del art. 200 del Código Civil es ineludible. Para que se incapacite a una persona no es sólo suficiente que padezca una enfermedad persistente de carácter físico o psíquico, lo cual puede integrarse en una patología permanente y con una intensidad deficitaria prolongada en el tiempo y mantenida en intensidad, o bien, incluso, con independencia de que pudieran aparecer oscilaciones o ciclos en que se agudice mucho más la dolencia o patología, porque, lo que verdaderamente sobresale es la concurrencia del segundo requisito, o sea, que el trastorno, tanto sea permanente como que oscile en intensidad, impida gobernarse al afectado por sí mismo.






Los Juicios Especiales de la Ley de Enjuiciamiento Civil 



La Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000, de 7 de enero, dedica su Libro IV y último a lo que va a llamar «Procesos Especiales», y lo divide en tres Títulos, el primero que denomina procesos sobre capacidad, filiación, matrimonio y menores; el segundo, división judicial de patrimonios, deteniéndose en la división de la herencia y en la liquidación del régimen económico matrimonial, y el tercero al proceso monitorio y cambiario. El apartado XIX de la Exposición de Motivos señala como primera declaración de principios lo siguiente: «La Ley establece los procesos especiales imprescindibles». Y sigue añadiendo: En primer lugar, los que, con inequívocas e indiscutibles particularidades, han de servir de cauce a los litigios en asuntos de capacidad, filiación y matrimoniales. Se trae así a la Ley procesal común, terminando con una situación deplorable, lo que en ella debe estar, pero que hasta ahora se ha debido rastrear o incluso deducir de disposiciones superlativamente dispersas, oscuras y problemáticas. En segundo lugar, los procesos de división judicial de patrimonios, rúbrica bajo la que se regulan la división judicial de la herencia y el nuevo procedimiento para la liquidación del régimen económico matrimonial, que permitirán solventar cuestiones de esa índole que no se hayan querido o podido resolver sin contienda judicial. Y, por último, dos procesos en cierto modo más novedosos que los anteriores: el juicio monitorio y el proceso cambiario.

Por lo que respecta a los procesos en que no rige el principio dispositivo o debe ser matizada su influencia en razón de un indiscutible interés público inherente al objeto procesal, la ley no se limita a codificar, sino que, con pleno respeto a las reglas sustantivas, de las que el proceso ha de ser instrumental, diseña procedimientos sencillos y presta singular atención a los problemas reales mostrados por la experiencia. Destacables resultan las medidas cautelares específicas que se prevén y que, en aras de las ventajas prácticas de una regulación procesal agrupada y completa sobre estas materias, se insertan en estos procesos especiales, en vez de llevarlas, conforme a criterios sistemáticos tal vez teóricamente más perfectos, a la regulación general de tales medidas.

El Título Primero se destina a los procesos sobre capacidad, filiación, matrimonio y menores. Se regulan una serie de procesos caracterizados por la naturaleza de la relación jurídica material cuya protección o reconocimiento constituye el objeto de los mismos; la especialidad de estos procesos se funda en razones de derecho material, relacionadas con el derecho de las personas a que se refiere el Libro Primero del Código Civil. Con la venida a la Ley Procesal de estas materias, que antes discurrían por textos sustantivos diversos y varias veces modificados o alterados, ha llevado consigo la supresión del contenido de muchas disposiciones del Código Civil vigente, para a su vez reorganizarse de una forma procesal más acorde en cuanto puede favorecer la correcta interpretación de normas que han sufrido variaciones constantes, sobre todo en estas cuestiones donde el Derecho sustantivo no debe favorecer la provisionalidad. El Título Primero se divide a su vez en cinco Capítulos: disposiciones generales, procesos sobre capacidad de las personas, procesos sobre filiación, paternidad y maternidad, procesos matrimoniales y de menores, y por último, de la oposición a las resoluciones administrativas en materia de protección de menores y del procedimiento para determinar la necesidad de asentimiento en la adopción.

El art. 748, primero del Capítulo Primero, y de las disposiciones generales, contiene la enumeración de estos procesos especiales, añadiendo que en este apartado preliminar se realiza, por vez primera en nuestras leyes procesales, un tratamiento expreso y autónomo del conjunto de singularidades que afectan a los tradicionalmente llamados por la doctrina «juicios civiles de interés público», llegando a construir una cierta teoría general, con elementos ya conocidos pero ahora nuevamente ordenados y perfeccionados. La mera existencia de esta recapitulación legal constituye un avance muy positivo respecto a la anterior situación caracterizada por el casuismo y la excepcionalidad. Desde las nuevas bases generales que se perciben en este Capítulo puede esperarse una praxis más segura y una aplicación más coherente del Derecho procesal en este campo.


«Art. 748. Ámbito de aplicación del presente título.

Las disposiciones del presente título serán aplicables a los siguientes procesos:

1.º Los que versen sobre la capacidad de las personas y los de declaración de prodigalidad.

2.º Los de filiación, paternidad y maternidad.

3.º Los de nulidad del matrimonio, separación y divorcio y los de modificación de medidas adoptadas en ellos.

4.º Los que versen exclusivamente sobre guarda y custodia de hijos menores o sobre alimentos reclamados por un progenitor contra el otro en nombre de los hijos menores.

5.º Los de reconocimiento de eficacia civil de resoluciones o decisiones eclesiásticas en materia matrimonial.

6.º Los que tengan por objeto la oposición a las resoluciones administrativas en materia de protección de menores.

7.º Los que versen sobre la necesidad de asentimiento en la adopción».



La enumeración de procesos contenida en el precepto supone una novedad técnica de gran interés cuyo designio es acotar y exponer analíticamente las materias litigiosas concretas que componen el área especial. Suponiendo una enumeración de númerus clausus habrá que entender que cualquier otra materia relacionada con el derecho de las personas tendrá que ventilarse por los llamados procesos declarativos, o incluso por los de la jurisdicción voluntaria de la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881, no derogada hasta tanto exista nueva ley de esta Jurisdicción. En general se trata de procesos de objeto indisponible y con la necesaria intervención del Ministerio Fiscal.

Estudiamos solamente el llamado «Juicio sobre la capacidad de las personas y los de declaración de prodigalidad».






El juicio verbal civil sobre incapacidad. Ideas generales. Competencia 



Desde un punto de vista puramente sustantivo, la materia sobre la incapacidad de las personas y sobre la prodigalidad viene regulada en el Código Civil, y así lo observamos en el Libro I, al tratar de las personas; en su Título IX, de la incapacitación. Pero debemos tener en cuenta que la mayoría de los preceptos, desde su redacción originaria, se referían a cuestiones puramente procesales, por lo que la Ley de Enjuiciamiento Civil de 2000 derogó expresamente determinados artículos del Código Civil, concretamente los 202 al 214, al introducir en su Libro IV un proceso especial para esta clase de asuntos denominado de los procesos sobre capacidad de las personas, con unas disposiciones generales, cuya consecuencia no fue otra sino sacar del Código Civil, y de otras leyes reguladoras de la materia, todas aquellas cuestiones que lo eran estrictamente procesales para ser tratadas en una nueva legislación precisamente de esta naturaleza. Teniendo en cuenta que sus normas también se extienden a los supuestos de prodigalidad, derogando otro grupo de artículos (294 a 296).

Estudiaremos esta materia desde el punto de vista procesal, sin olvidar que, especialmente con el pronunciamiento de la sentencia, se mezclarán otras normas de orden sustantivo o material, por lo que en su momento entraremos en ese otro conjunto normativo. Pero no obstante, diremos, como declaración de principio que se contiene en el art. 199 del Código Civil, que nadie puede ser declarado incapaz sino por sentencia judicial en virtud de las causas establecidas en la ley.

Ello implica que el juicio de incapacidad deba ser en procedimiento contradictorio.

Antes de la reforma del Código Civil en materia de tutela, operada por la Ley de 24 de octubre de 1983, se habían planteado dudas sobre el procedimiento adecuado para declarar la incapacidad. El Código Civil establecía en su art. 218 que la declaración de incapacidad debería hacerse «sumariamente», y la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881 señalaba que cuando la incapacidad por causa de demencia no resulte declarada por sentencia firme, se acreditará sumariamente en un antejuicio (art. 1848), por lo que la doctrina mayoritaria había entendido que para declarar la incapacidad bastaba un expediente tramitado conforme a las disposiciones de la jurisdicción voluntaria que terminaba por una resolución en forma de auto que, en principio, tenía carácter provisional, porque contra él podían los interesados deducir demanda en juicio ordinario, lo cual era congruente con la naturaleza de los expedientes de aquella clase, cuando se suscitaba oposición de los interesados. Pero la Disposición Adicional Única de la Ley 13/1983, de 23 de octubre, de reforma del Código Civil en materia de tutela, estableció con toda claridad que entre tanto no se proceda a regular de otra manera en la Ley de Enjuiciamiento Civil, serían aplicables al procedimiento de incapacitación y al de declaración de prodigalidad las normas del juicio declarativo de menor cuantía, no admitiéndose el allanamiento a la demanda ni la transacción; y que los demás procedimientos relativos a los Títulos IX y X del Libro I del Código Civil se tramitarían por las disposiciones de la Ley de Enjuiciamiento Civil sobre jurisdicción voluntaria.

Actualmente, como venimos diciendo, con al Ley de Enjuiciamiento Civil de 2000 se trata de un proceso contradictorio especial, pero un proceso de declaración, y entendiendo en general como especiales aquellos que el legislador ha establecido para que sirvan de cauce a la tutela jurisdiccional en determinadas materias, y entre ellos, los procesos sobre la capacidad de las personas. Así, el art. 748.1.º incluye los procesos que versen sobre la capacidad de las personas y los de declaración de prodigalidad.

Y se elige el cauce del juicio verbal, pero con sus muy marcadas y peculiares especialidades, entre ellas la quiebra del principio dispositivo y de aportación de parte que se viene a sustituir por el inquisitivo o de intervención judicial, dado el objeto del proceso que es precisamente la incapacidad de una persona. El interés público implicado en el proceso le hace ser de objeto indisponible para las partes, lo que quiere decir que sólo puede conseguirse una declaración en tal sentido mediante la sentencia judicial y tras el oportuno proceso, por lo que no cabe sustituir éste por el arbitraje, ni caben negocios dispositivos como podrían ser la renuncia, la transacción o el allanamiento.


«Art. 753. Tramitación.

Salvo que expresamente se disponga otra cosa, los procesos a que se refiere este Título se sustanciarán por los trámites del Juicio Verbal, pero de la demanda se dará traslado al Ministerio Fiscal, cuando proceda, y a las demás personas que, conforme a la Ley, deban ser parte en el procedimiento, hayan sido o no demandados, emplazándoles para que la contesten en el plazo de veinte días, conforme a lo establecido en el art. 405 de la presente Ley».



Tras estas ideas lo primero que debemos conocer es la competencia objetiva y territorial para el enjuiciamiento de las demandas en las que se interese la declaración de incapacidad, así como las de prodigalidad.


«Art. 756. Competencia.

Será competente para conocer de las demandas sobre capacidad y declaración de prodigalidad el Juez de Primera Instancia del lugar en que resida la persona a la que se refiera la declaración que se solicite».



Nos hallamos entonces ante un supuesto de fuero territorial imperativo, y así, el art. 52.1.5.º nos dice que en los juicios en que se ejerciten acciones relativas a la asistencia o representación de incapaces, incapacitados o declarados pródigos, será competente el Tribunal del lugar en que estos residan. Desde este principio, el control de la competencia, a tenor del art. 58 de la ley, corresponde de oficio a la autoridad judicial, inmediatamente después de presentada la demanda y previa audiencia del Ministerio Fiscal y de las partes personadas, y si entendiere que carece de competencia para el conocimiento del asunto lo declarará así, mediante auto, remitiendo las actuaciones al Tribunal que considere territorialmente competente. No obstante, y aunque ello en la práctica se nos antoja ciertamente difícil, podría suceder que a pesar de la imperatividad del fuero el Juez aceptara una competencia no real y admitiera a trámite la demanda, disponiendo entonces el art. 59 que el demandado, o quienes pudieran ser parte legítima en el procedimiento, podrían alegar esa falta de competencia territorial proponiendo en tiempo y forma la declinatoria. ¿Y cómo debe proponerse la declinatoria? Estimo que la solución la ofrece el art. 64, y aunque en éste se distingue en los casos normales entre el juicio ordinario y el juicio verbal, dentro de los diez primeros días del plazo para contestar a la demanda, en el ordinario, o en los cinco primeros días posteriores a la citación para la vista, en el verbal, y aunque nos encontramos ante un juicio verbal, por la razón de que existe el emplazamiento para la contestación a la demanda en plazo de veinte días, deberá ser en los diez primeros días del plazo para efectuar la citada contestación cuando deba proponerse la declinatoria.

En esta materia de competencia y en cuanto a la objetiva, debemos decir que sería conveniente tender a la especialización de los órganos judiciales en materia de incapacidad y tutelas, aun teniendo en cuenta que en virtud de los arts. 98 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y 46 de la Ley de Enjuiciamiento Civil se han creado algunos Juzgados especializados en procedimientos relativos a la capacidad de las personas, internamientos involuntarios y tutelas. Con la especialidad se puede alcanzar una verdadera protección de los ciudadanos más desprotegidos, ya que permitirá al juzgador profundizar más en los problemas jurídicos y sociales inherentes a estos procesos y unificar criterios sobre la aplicación e interpretación de las normas reguladoras de los mismos, lo que garantizaría una mayor seguridad jurídica para los ciudadanos






Legitimación 



En los procesos de incapacitación los principios dispositivos y de aportación de parte, ligadísimos al proceso civil declarativo, ceden a favor de los de oficialidad de la acción y de investigación, siendo éste el criterio sostenido por el Tribunal Supremo, en vía de recurso de casación, dando idea de este aspecto cuando viene a declarar que la trascendencia social de estos procesos y el interés público subyacente en los resultados del mismo explica y justifica que ingresado un asunto de esta naturaleza en sede casacional se pueda, más allá de los meros motivos impugnatorios, examinar si las formas observadas hasta la consecución de la sentencia se ajustan a lo prescrito, dado el sustancial aspecto de garantías de Derecho público que revisten y la necesidad de su respeto por razones de orden pú-blico procesal (sentencia de 24 de mayo de 1991). Pero no obstante ello, por la clara presencia de dos partes en el proceso, se deriva que una de las dos sea la que deba pedir al Juez una actuación de derecho frente a la otra parte, por tal posición vamos a examinar, desde el anterior aspecto, los problemas afectantes a la legitimación.

3.1.  Legitimación activa

Hemos de tener en cuenta que el Código Civil regula la incapacitación de las personas en el Título IX del Libro I, arts. 199 a 214, pero reducida a sus aspectos sustantivos, ya que los procesales fueron llevados al seno de la Ley Procesal Civil. El art. 757 (legitimación en los procesos de incapacitación y de declaración de prodigalidad) contiene un principio enunciativo de la legitimación, teniendo en cuenta su redacción dada tras la Ley 41/2003, de 18 de noviembre, de protección patrimonial de personas con discapacidad. Dice así:


«1. La declaración de incapacidad pueden promoverla el presunto incapaz, el cónyuge o quien se encuentre en una situación de hecho asimilable, los descendientes, los ascendientes o los hermanos del presunto incapaz.

2. El Ministerio Fiscal deberá promover la incapacitación si las personas mencionadas en el apartado anterior no existieran o no la hubieran solicitado.

3. Cualquier persona está facultada para poner en conocimiento del Ministerio Fiscal los hechos que puedan ser determinantes de la incapacitación. Las autoridades y funcionarios públicos que, por razón de sus cargos, conocieran la existencia de posible causa de incapacitación en una persona, deberán ponerlo en conocimiento del Ministerio Fiscal.

4. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, la incapacitación de menores de edad, en los casos en que proceda conforme a la Ley, sólo podrá ser promovida por quienes ejerzan la patria potestad o la tutela.

5. La declaración de prodigalidad sólo podrá ser instada por el cónyuge, los descendientes o ascendientes que perciban alimentos del presunto pródigo o se encuentren en situación de reclamárselos y los representantes legales de cualquiera de ellos. Si no la pidieren los representantes legales, lo hará el Ministerio Fiscal».



Dejando ahora el núm. 5 del precepto que se refiere a la prodigalidad, examinemos los otros apartados.

3.1.1.  El presunto incapaz

Ni el Código Civil ni la Ley de Enjuiciamiento Civil de 2000 contemplaban el caso de que el presunto incapaz pudiera solicitar para él su incapacidad. Ello, en principio, era evidente, pues suponiendo la capacidad un bien inherente a la personalidad, parecería de todo punto ilógico que una persona pudiera renunciar a tal condición pidiendo su propia autoincapacitación.

Pero la Ley 41/2003, de 18 de noviembre, de protección patrimonial de personas con discapacidad, ha venido a modificar tal situación al dar nuevo contenido al art. 757.1.º de la Ley Procesal Civil manifestando, en primer lugar, que la declaración de incapacidad puede promoverla el presunto incapaz, aunque tendremos que admitir que la Exposición de Motivos de la propia ley no contiene explicación alguna a este cambio de parecer.

Y si está entonces admitido, nos cabría preguntar ¿es que el presunto incapaz puede comparecer ante la autoridad judicial, con la oportuna demanda, representado por Procurador y defendido por Letrado, pidiendo su declaración de incapacidad? La postura se nos antoja de difícil comprensión, ya que, como veremos desde el punto de vista de la legitimación pasiva, el presunto incapaz es más bien el sujeto pasivo de este proceso especial. Por ello estimo que la respuesta más adecuada es que en todo caso el enfermo siempre tendría el cauce abierto de acudir al Ministerio Fiscal, comunicarle su insania, pudiendo éste, previa comprobación, iniciar el procedimiento si lo estimara conveniente; y además, en otro caso, deben ser sus familiares, o incluso el defensor judicial, si lo tuviere nombrado, los que deban instar la demanda.

3.1.2.  Familiares

El art. 202 del Código Civil indicaba que corresponde promover la declaración de incapacidad al cónyuge o descendientes y, en defecto de éstos, a los ascendientes o hermanos del presunto incapaz. Este precepto se deroga tras la Ley de Enjuiciamiento Civil de 2000, y el art. 757.1.º dice: la declaración de incapacidad pueden promoverla el presunto incapaz, el cónyuge o quien se encuentre en una situación de hecho asimilable, los descendientes, los ascendientes o los hermanos del presunto incapaz.

Se mantiene en este aspecto de la legitimación la indicación de las personas o familiares del presunto incapaz unidas al mismo por estrechos vínculos de carácter familiar, pero se observa en la comparación de los preceptos una doble particularidad: primero, en el de la Ley de Enjuiciamiento Civil se da un tratamiento alternativo al emplear la copulativa «o», por lo que la declaración pueden promoverla indistintamente cualquiera de ellos, mientras que en el artículo del Código Civil primero es el cónyuge o descendiente, y luego los ascendientes o hermanos. La segunda particularidad es que se incluye como legitimado activamente a la llamada «pareja de hecho» del presunto incapaz.

Respecto del cónyuge no hay dificultad en su comprensión, con atención a la modificación del matrimonio operada, Ley de la Jefatura del Estado, 13/2005, de 1 de julio, por la que se modifica el Código Civil en materia de derecho a contraer matrimonio.

En relación a la pareja de hecho y ante la falta de una regulación estatal general, no tendremos más remedio que estar al caso concreto, pero como dato significativo diremos que la legislación autonómica sí la ha contemplado, siendo de citar la Ley 1/01, de 6 de abril de 2001, de las Uniones de Hecho en la Comunidad Valenciana, la que en su art. 1, al hablar de su ámbito de aplicación, viene en cierta manera a definirla. 1. La presente ley será de aplicación a las personas que convivan en pareja, de forma libre, pública y notoria, vinculadas de forma estable, al menos durante un período ininterrumpido de doce meses, existiendo una relación de afectividad, siempre que voluntariamente decidan someterse a la misma mediante la inscripción de la unión en el Registro Administrativo de Uniones de Hecho de la Comunidad Valenciana. 2. La inscripción en dicho Registro tendrá carácter constitutivo. 3. Esta ley únicamente será de aplicación a aquellas uniones de hecho en las que, al menos, uno de los miembros se halle empadronado en la Comunidad Valenciana.

Con referencia a los otros familiares, ninguna duda se ofrece, y solamente añadir que podemos hacer alusión tanto a la familia matrimonial como extramatrimonial, así como a la adoptiva.

En una sentencia del Tribunal Supremo de 7 de julio de 2004 se viene a denegar la legitimación activa de una sobrina de la incapacitada y en vía casacional desestima la demanda por falta de legitimación sin prejuzgar la existencia o inexistencia de causa legal de incapacidad. De la misma manera, el auto del Alto Tribunal de 29 de abril de 2004.

Pero aquella condición habrá de acreditarse con la presentación de la demanda, exigiéndose, no sólo la afirmación, sino una prueba inicial y efectiva como requisito de la viabilidad de la demanda, hasta el punto que en sentido negativo podría el Juez rechazarla in limini litis, siendo por tanto un requisito procesal de examen al principio del proceso.

Añadiremos como punto final, aunque será tratado más ampliamente en otro capítulo, que en los procesos en que se pretenda la incapacitación de menores de edad, y en los casos en que proceda conforme a la ley, la demanda sólo podrá ser promovida por quienes ejerzan la patria potestad o la tutela.

3.1.3.  El Ministerio Fiscal

Tiene legitimación activa por disposición legal, resaltando su deber de promover la incapacitación si las personas, familiares legitimados, no existieran o no la hubieren promovido. Ello no es más que otra afirmación del principio de oficialidad que rige en este tipo de procesos. En los procesos sobre la incapacitación de las personas es uno de los ámbitos en que la intervención del Ministerio Fiscal resulta obligado para su peculiar posición de garante de los derechos de los incapaces y de institución encargada de integrar su capacidad cuando no le corresponde a otra persona, lo que le lleva en tales casos a asumir su representación y defensa. Conforme a todo ello su legitimación no viene determinada por el interés individual, sino que es la propia ley la que la determina, habida cuenta de la materia objeto del procedimiento que afecta al estado civil de las personas.

Otra de sus funciones es la de recibir la noticia sobre la incapacidad, bien por cualquier persona, o de las autoridades y funcionarios públicos que, por razón de sus cargos, conozcan la existencia de una posible causa de incapacitación. Incluso de la propia autoridad judicial. Pero en estos casos la simple noticia no es suficiente para automáticamente interponer la demanda, sino que deberá analizar las circunstancias del caso y en función de ellas interponerla o no, y ello es así porque la Ley de Enjuiciamiento Civil no contiene artículo alguno que obligue al Ministerio Fiscal de forma inequívoca a interponer la demanda, y así, en el art. 762.1 da entrada a que no se interponga cuando dice que cuando la autoridad judicial haya puesto en su conocimiento la existencia de una posible causa de incapacidad de una persona, podrá promover la incapacitación si lo estima conveniente. El Fiscal debe llevar a cabo una mínima instrucción bien recabando informaciones testificales o peritajes médicos, en definitiva, elementos suficientes para formarse un juicio objetivo e imparcial para poder decidir si interpone o no la demanda. Interpuesta la demanda y aportada la documentación al Juzgado, deberá archivar el expediente incoado y lo mismo deberá hacer en caso de no decidir interponerla, sin perjuicio de reabrirlo en caso de nuevas informaciones positivas.

En una sentencia del Tribunal Supremo de 24 de mayo de 1991 se viene a desestimar la legitimación activa de un Ayuntamiento con relación a la petición de declaración de incapacidad de un Policía municipal considerando que aquél solamente tenía la posibilidad de poner en conocimiento del Ministerio Fiscal el hecho de la enfermedad del presunto incapaz. En atención al interés público presente en estos procesos, el legislador atribuye al Ministerio Fiscal el deber de promover la declaración si las personas que son realmente legitimadas no lo hacen o no existen, y esta legitimación por sustitución de las primeramente llamadas a promoverla tiene carácter exclusivo y no puede ser compartida con otras instituciones o personas físicas o jurídicas.

3.2.  Legitimación pasiva

3.2.1.  El presunto incapaz


«Art. 758. Personación del demandado.

El presunto incapaz o la persona cuya declaración de prodigalidad se solicite pueden comparecer en el proceso con su propia defensa y representación.

Si no lo hicieren, serán defendidos por el Ministerio Fiscal, siempre que no haya sido éste el promotor del procedimiento. En otro caso, se designará un defensor judicial, a no ser que estuviere ya nombrado».



No admite dudas de que el sujeto pasivo del proceso de incapacitación es la persona presuntamente incapaz, que es contra el que se va a dirigir la demanda, por lo que su presencia es totalmente necesaria para la viabilidad del proceso, y debiendo afirmarse que su presencia no es propiamente una carga, sino un imperativo legal. Pero hemos de reconocer que es poco habitual que el presunto incapaz comparezca por su propia iniciativa en el proceso y tras el llamamiento judicial, aunque ello dependerá, lógicamente, del grado de enfermedad que padezca la persona. No obstante, siendo un principio básico de la institución de que mientras no existe la declaración de incapacidad, la persona es capaz, a ella habrá que reconocerle la capacidad suficiente de comprender la demanda y de adoptar su posición ante ella, por lo que puede nombrar Abogado y Procurador que le defiendan y representen; y que incluso ante el Notario, o ante el Secretario Judicial, tienen capacidad suficiente para otorgar los oportunos poderes de representación.

3.2.2.  El Ministerio Fiscal

En el supuesto que no haya interpuesto él mismo la demanda, siendo articulada por cualquiera de las personas legitimadas que antes hemos anunciado, y cuando el presunto incapaz no comparezca por sí mismo, será el Ministerio Fiscal quien asuma la defensa del mismo.

También el Ministerio Fiscal debe actuar en el proceso de incapacitación aunque se haya interpuesto la demanda por persona legitimada y el presunto incapaz haya comparecido por él mismo con su representación y defensa, siendo una intervención que podemos considerar formal o sui géneris, y sobre todo porque intervendrá en defensa de la legalidad y del interés público y social.

3.2.3.  Un defensor judicial

Cuando el Ministerio Fiscal es el que ha interpuesto la demanda y el presunto incapaz no comparece con su propia representación y defensa, en estos casos habrá que nombrar un defensor judicial al mismo.

Esta figura del defensor judicial se contempla con carácter general en el art. 299 del Código Civil en el amplio marco de la tutela, y se dispone en el mismo que se nombrará un defensor judicial que represente y ampare los intereses de quienes se hallen en alguno de los siguientes supuestos: conflicto de intereses entre menores e incapacitados y sus representantes legales; cuando el tutor o curador no desempeñan sus funciones, y en todos los demás casos previstos en este Código, caso contemplado en el derogado art. 207 del Código Civil sustituido por el art. 758 de la Ley Procesal Civil. Pero el defensor judicial es un cargo de nombramiento judicial para un determinado asunto, con las atribuciones que le haya conferido el Juez al designarlo; por ello, en el caso que estudiamos de la incapacitación, su actuación lo será únicamente para llevar la defensa del presunto incapaz cuando es demandado por el Ministerio Fiscal y no comparece por él mismo con la debida representación y defensa de Procurador y Abogado.

Como conclusión a este apartado de la legitimación pasiva citaremos la sentencia del Tribunal Supremo de 30 de diciembre de 1995:

En todo proceso de incapacitación que, en modo alguno puede concebirse como un conflicto de intereses privados y contrapuestos entre dos partes litigantes (que es lo que en general caracteriza al proceso civil), pues en el mismo está en juego nada menos que la pretendida negación a un ciudadano o ciudadana mayor de edad de su capacidad para regir su persona o administrar sus bienes del modo que tenga por conveniente (capacidad jurídica), en dicho proceso o relación jurídico procesal, decimos, tiene que haber necesariamente, y no puede haber otro, aparte del Ministerio Fiscal, un único sujeto pasivo o demandado que ha de ser inexorablemente la persona a la que se trata de incapacitar, la cual puede actuar en el proceso de alguna de las siguientes maneras:


	
1) Compareciendo por sí mismo y actuando con su propia representación y defensa. 

	
2) Estando defendido por el Ministerio Fiscal, cuando éste no haya promovido el proceso. 

	
3) Por medio de un defensor judicial cuando el Ministerio Fiscal sea el que promueve el expediente. 



No admitiendo la jurisprudencia del Tribunal Supremo que sea parte demandada en el proceso los parientes del presunto incapaz, a los que simplemente se les prestará audiencia en el trámite oportuno.

Y como cierre de estas materias añadiremos que la Postulación y la Defensa son obligatorias, de conformidad con los arts. 23 y 31 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, y especialmente el art. 750: fuera de los casos en que, conforme a la ley, deban ser atendidas por el Ministerio Fiscal, las partes actuarán en los procesos a que se refiere este Título, con asistencia de Abogado y representadas por Procurador. Debemos tener en cuenta de la misma manera las normas de la Justicia Gratuita, Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita (BOE, núm. 11, de 12 de enero de 1996), y Real Decreto 2103/1996, de 20 de septiembre, por el que se aprueba el Reglamento de Asistencia Jurídica Gratuita (BOE, núm. 231, de 24 de septiembre de 1996).






Desarrollo del proceso: primeras actuaciones y acto del juicio 



4.1.  La demanda

El juicio verbal comenzará con la presentación de la demanda por las personas que ostentan la legitimación activa, y dirigida frente al demandado como presunto incapaz, que es el que ostenta la legitimación pasiva en los supuestos que antes hemos analizado. La demanda debe estar ajustada a las previsiones de los arts. 399 y 437 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, y tratándose de una demanda de juicio verbal, se tratará de una demanda sucinta en la que se pone en conocimiento del Juez que existe una persona supuestamente incapaz, y en la que se consignarán los datos y circunstancias de identificación del actor y del demandado y el domicilio o los domicilios en que pueden ser citados, y se fijará con claridad y precisión lo que se pida.

Diremos que en principio se tratará de una demanda con un objeto y finalidad única, que es la declaración de incapacidad, por lo que no cabe la acumulación de acciones, no siendo posible otras pretensiones, salvo las derivadas de las consecuencias directas de la propia declaración de incapacidad, como más adelante iremos analizando.

4.2.  La contestación

El demandado, tras su emplazamiento, debe contestar la demanda en plazo de veinte días, no siendo posible el allanamiento, la renuncia ni la transacción, conforme al art. 751 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Ello es así porque la materia sobre la que versa el proceso es indisponible para las partes, exigiéndose que se sigan todas las fases del proceso no siendo posible una sentencia anticipada no contradictoria.

No cabe la rebeldía del demandado (art. 442.2). El demandado puede no contestar a la demanda, pero lo que no es posible es que se produzca el efecto jurídico de la rebeldía; el juicio debe seguirse necesariamente con la presencia del demandado, no siendo su presencia propiamente una carga, sino un imperativo legal.

4.3.  El juicio

Una vez contestada la demanda los trámites seguirán por las normas del juicio verbal (arts. 440 y siguientes), por lo que el Juez citará a todas las partes a la celebración de vista, con indicación de día y hora, debiendo mediar diez días, al menos, desde el siguiente a la citación y sin que puedan exceder de veinte.

Vamos a comentar dentro de este trámite la particular referencia a la inasistencia de las partes.

Conforme al art. 440.1, párrafo segundo, en la citación se hará constar que la vista no se suspenderá por inasistencia del demandado y se advertirá a los litigantes que han de comparecer con los medios de prueba de que intenten valerse... En el proceso de que tratamos esto resulta especialmente significativo, porque, en definitiva, lo normal será que el presunto incapaz no haya comparecido para contestar a la demanda, haciéndolo el Ministerio Fiscal o el defensor judicial nombrado al efecto, e incluso añadiendo que su asistencia se hace innecesaria (salvo para el trámite de audiencia o exploración), y además conveniente, atendiendo a la dignidad personal del enfermo al tratarse de un trámite que ni entiende ni aportará nada nuevo al procedimiento.

Sin embargo, cuestión distinta es la inasistencia del demandante. Dice el art. 442.1, que si el demandante no asistiese a la vista, y el demandado no alegare interés legítimo en la continuación del proceso para que se dicte sentencia sobre el fondo, se le tendrá en el acto por desistido a aquél de la demanda, se le impondrán las costas causadas y se le condenará a indemnizar al demandado comparecido, si éste lo solicitare y acreditare los daños y perjuicios sufridos.

El artículo emplea el término desistimiento cuyo significado es diametralmente distinto a los de allanamiento, renuncia o transacción. El desistimiento, como concepto general, no es ni más ni menos que la declaración del actor, o del demandado reconviniente, por la que solicita del Juez una resolución que ponga fin al proceso, pero dejando imprejuzgada la cuestión de fondo. En estos casos se pone fin al proceso pero el actor puede en otro momento volver a iniciarlo y lógicamente con una nueva demanda; sentido distinto a la renuncia, que, conforme al art. 20 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, supone que el actor abandona la acción ejercitada y el derecho en que funda su pretensión, con el efecto de una sentencia absolutoria.

No obstante ello, el art. 751 al hablar de la indisponibilidad del objeto del proceso, nos dice que respecto al desistimiento requerirá la conformidad del Ministerio Fiscal, no estando la incapacidad en las excepciones que se contemplan.

Podríamos preguntarnos si la demanda es presentada por alguno de los familiares legitimados activamente, y el presunto incapaz no comparece, haciéndolo por él el Ministerio Fiscal. En estos casos quedaría en posibilidad del Ministerio Público el aceptar el desistimiento, salvo que interesara la continuación del juicio para obtener sentencia sobre el fondo.

¿Y si el presunto incapaz ha comparecido con su propia representación y defensa y acepta el desistimiento no interesando la continuación del juicio? Volveríamos a encontrarnos con la presencia del Ministerio Fiscal y en su caso no aceptar el desistimiento para interesar la continuación del juicio y obtener una sentencia sobre el fondo.

Acerca de lo indicado merece destacar la sentencia de la Sección Sexta de la Audiencia Provincial de Alicante, núm. 255/07, de 24 de julio de 2007, en la que se aborda la cuestión de la falta de comparecencia al acto de la vista pero del Ministerio Fiscal, único con capacidad para ser parte demandante en el proceso que se analiza, en la que aparte de recorrer en general los supuestos que afectan a la legitimación activa, se pronuncia por la declaración de nulidad de las actuaciones. Indicar también que el recurso de apelación fue articulado por la representación procesal del presunto incapaz como demandado y frente a la sentencia que así lo declaraba, ya que en la causa comparecieron otros familiares en concepto de partes demandantes. Dicen sus fundamentos jurídicos:
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